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sucursal y que se veía incapaz de realizar de forma telemática, por más que le hubieran insistido en tal 
opción desde la entidad financiera como alternativa a un desplazamiento que suponía un riesgo para él, al 
carecer de vehículo propio y ser persona aquejada por una enfermedad crónica.

Debemos concluir reseñando la queja 20/2943, que en alguna medida resume fielmente el problema que 
estamos denunciando. Fue remitida por la Asociación APDHA, Delegación de Sevilla, denunciando “una 
nueva causa de exclusión social, especialmente entre la población anciana, la llamada brecha digital”.

Exponía la Asociación su preocupación por haber detectado durante el estado de alarma los siguientes 
hechos:

“1) Que gran parte de la población anciana está tenido una dificultad especial para cobrar sus pensiones 
en sus sucursales bancarias porque, aun habiendo personal en la oficina, no atienden al público y la única 
opción disponible es vía on line.

2) Que la vía telefónica está colapsada y que resulta imposible realizarlo por este medio sin tener unos 
conocimientos básicos.

3) Que gran parte de esta población no solo son analfabetos digitales, sino también funcionales y que ni las 
entidades bancarias ni las instituciones públicas están teniendo en consideración este problema grave entre 
nuestros mayores, que se encuentran en indefensión absoluta.”

Puede parecer que las quejas relatadas plantean situaciones poco significativas o carentes de relevancia, 
pero a nuestro entender ejemplifican de forma harto elocuente lo difícil que puede ser la cotidianidad en la 
nueva sociedad digital para aquellas personas que, por una razón u otra, se han quedado rezagadas en la 
adquisición de las imprescindibles habilidades digitales. No creemos exagerar si afirmamos que los nuevos 
marginados sociales son quienes han quedado en el lado equivocado de la brecha digital.

Para tratar de evitar que se profundicen estas situaciones de exclusión y afecten a cada vez más colectivos 
es necesario que se adopten medidas destinadas a favorecer la inclusión digital de todas las personas.

Y la primera medida a adoptar debe ser el reconocimiento del derecho de todas las personas a acceder en 
condiciones de igualdad, asequibilidad y universalidad a los servicios de la sociedad digital.

Un reconocimiento que, a nuestro juicio, debe tener un rango normativo suficiente para constituir una 
verdadera garantía frente a posibles vulneraciones de este derecho y para conformar un auténtico derecho 
subjetivo. Y esto solo puede conseguirse con un reconocimiento de este derecho a nivel constitucional y 
estatutario.

La consecuencia práctica de este derecho debe ser que todas las personas tengan la posibilidad de disponer 
de los medios y la formación necesaria para acceder a los servicios que ofrece la nueva sociedad digital.

Esto supone que, por parte de los poderes públicos, deben adoptarse las medidas necesarias para que todas 
las personas puedan disponer de acceso a ordenadores o equipos conectados a internet; que se garantice 
el acceso a unos mínimos de conectividad a las personas que se encuentran en situación de vulnerabilidad 
económica; que se ofrezca formación digital a todas las personas que carezcan de habilidades en el manejo 
de las nuevas tecnologías; que se ofrezcan ayudas a todas las personas que carezcan de conocimientos 
digitales y así lo demanden para la realización de gestiones o trámites necesarios; que se garanticen unos 
niveles de conectividad adecuados a todas las personas que residen en el medio rural; y que se ofrezcan 
recursos adaptados para posibilitar el acceso en condiciones de igualdad a la sociedad digital de las personas 
con discapacidad.

Con estas medidas podría solventarse en alguna forma la actual brecha digital e impedir que la misma siga 
ahondándose y afectando cada vez a más colectivos.

1.3.2.5. Discapacidad

1.3.2.5.1. La situación de discapacidad
…
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Al elevado número de solicitudes en relación con el personal existen en cada Centro, aluden asimismo 
las Delegaciones Territoriales restantes con las que hemos tenido la oportunidad de contactar, añadiendo 
una circunstancia sobrevenida, la de la suspensión administrativa de plazos y el confinamiento derivados 
de la crisis sanitaria y su consiguiente Estado de Alarma inicial, como razón de un mayor incremento de 
las demoras.

En este sentido, la Delegación Territorial de Cádiz refirió que de forma previa a la declaración del 
estado de alarma el Centro de Valoración tenía un atraso de once meses para resolver los expedientes 
de discapacidad, recordando que superado el confinamiento se encontraba retomando la actividad. En 
diciembre de 2020, sin embargo, concretaba el retraso en quince meses, motivado por las consecuencias 
del primer estado de alarma, al no haber podido retomar las citaciones presenciales hasta el 15 de 
septiembre de 2020.

De peor situación daba cuenta la Delegación territorial de Málaga, que previamente a la crisis sanitaria 
(en marzo de 2020), reconocía la demora de al menos dieciséis meses en la valoración de la discapacidad 
solicitada por una ciudadana el 28 de noviembre de 2018; y ya en diciembre de 2020 informaba de la 
práctica de la valoración el 23 de noviembre de 2020, cuyo resultado estimatorio, de 1 de diciembre, iba a 
ser notificado a la misma, es decir, de un plazo total de dos años en la conclusión del procedimiento (queja 
19/4446).

Las investigaciones iniciadas con la Delegación Territorial de Sevilla, revelaron que el tiempo de demora 
entre la solicitud y la cita de reconocimiento reconocido por aquella, es de doce meses, a los que debe 
añadirse el tiempo adicional para el dictado y notificación de la resolución. Por lo demás, en las respuestas 
remitidas por la Delegación en octubre de 2020, a sendas Recomendaciones dictadas por esta Institución 
(queja 20/1220 y queja 20/0335), concretó que el Centro de Valoración tenía abiertas 11 000 solicitudes de 
valoración inicial de la discapacidad y 6000 de revisión, siendo de cuatro meses la demora en la grabación 
de solicitudes, de quince meses la antigüedad en las solicitudes de valoración inicial (julio de 2019) y 
de diecisiete las de revisión (mayo de 2019). También la Delegación de Sevilla, adelantaba la probable 
dilación de plazos a consecuencia de la declaración del Estado de Alarma.

Precisamente el incremento de unos plazos ya dilatados derivado de la interrupción de la actividad 
de los Centros de Valoración desde marzo hasta junio de 2020, ha intentado ser mitigado mediante la 
implantación por la Dirección General de Discapacidad durante el segundo semestre del año, de un Plan 
de Choque temporalmente acotado hasta el 31 de diciembre de 2020.

Del mismo nos informaba la Delegación Territorial de Jaén, señalando que “desde la Consejería 
conscientes de la problemática que se viene arrastrando en los Centros de Valoración, recientemente se 
ha puesto en marcha un Plan de Choque, consistente en la contratación de una serie de efectivos, tanto a 
nivel técnico como administrativo, y la realización de una serie de horas extras por parte del personal de 
plantilla, durante un período de tiempo concreto; apoyo que contribuirá sin duda a mejorar los plazos de 
resolución”. La de Málaga, al afirmar que “desde el mes de agosto, y de forma escalonada, se ha procedido 
a reforzar al personal hasta el 31 de diciembre a través de una actuación de Plan de Choque, con lo 
que se espera que el tiempo de resolución se reduzca a los trámites previstos en su normativa”. Y la de 
Córdoba (queja 19/4677), que de forma más prolija señalaba que en dicho Centro el refuerzo temporal de 
personal había dado lugar a la contratación de 4 técnicos y de 4 administrativos hasta final del año 2020; 
a la aprobación de un montante de 22 250 € para la realización de horas extra, permitiendo de este modo 
hacer valoraciones en horario de tarde; añadiendo que se habían prorrogado por un año las revisiones 
de oficio cuya vigencia finalizaba antes del 30 de septiembre, impulsado el registro telemático, reforzado 
el teléfono de atención a la discapacidad, filtrando así muchos procedimientos y suprimido los Registros 
presenciales de los Centros de Valoración y Orientación, canalizando los procedimientos de presentación 
de solicitudes por otros canales.

En ocasiones precedentes esta Defensoría ha advertido sobre el recurso reiterado a los conocidos como 
Planes de Choque, como instrumento inadecuado para la superación de dilaciones en la respuesta de la 
Administración, por cuanto constituye un remedio llamado a mitigar de forma muy puntual una disfunción 
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estructural de carácter permanente, que solo puede solventarse con respuestas igualmente estructurales, 
organizativas o de gestión y de mejora procedimental.

A título de ejemplo citaremos la situación del Centro de valoración de Cádiz, apuntada anteriormente, 
cuya tramitación de las solicitudes de valoración de la discapacidad pasó de los once meses en el mes de 
marzo de 2020, a los quince meses en el mes de diciembre del mismo año, a pesar de la aplicación de las 
medidas del Plan de Choque.

En conclusión, insistiremos en que factores como la elevada demanda de reconocimiento o revisión de 
la situación de discapacidad, de las cuales un porcentaje muy elevado es desestimatorio, las diversas 
actuaciones y gestiones que tienen encomendadas los Centros de Valoración y Orientación, la falta de 
cobertura de sus plazas y la falta de actualización de la plantilla de personal al servicio de los mismos, 
hacen necesario un replanteamiento de estos Centros.

…

1.3.2.5.2. La discapacidad en otras materias

1.3.2.5.2.1. Menores, Educación, Cultura y Deporte
…

Como viene aconteciendo en ejercicios anteriores, la atención al alumnado con necesidades educativas 
especiales ha constituido el eje central de las intervenciones de la Institución, tanto en su condición de 
Defensor del Pueblo Andaluz como de Defensor del Menor de Andalucía en materia de discapacidad. 
No obstante, el ejercicio al que se contrae el presente informe ha estado marcado por la incidencia 
de la COVID-19 en los procesos de enseñanza-aprendizaje de este colectivo, especialmente tras la 
suspensión de la actividad docente presencial y su continuidad por medios telemáticos.

Las Tecnologías de la información y comunicación (TIC) han adquirido un singular protagonismo en 
el proceso de inclusión educativa del alumnado con necesidades educativas especiales. Un alumnado, 
no lo olvidemos, expuesto aún a mayor vulnerabilidad y desigualdad en el acceso a su educación en 
las especiales circunstancias tras la suspensión de la presencialidad en las aulas. Ciertamente las TIC 
se han considerado como una herramienta muy valiosa, dado el papel que pueden desempeñar en 
el desarrollo de una educación flexible e individualizada, evitando las limitaciones de los sistemas 
tradicionales y ofreciendo un canal más sencillo de acceso a las fuentes de conocimiento y formación, 
al mismo tiempo que facilitan un aumento de la autonomía, una mejora de la integración social y la 
comunicación interpersonal del alumnado con necesidades específicas de apoyo educativo.

La suspensión de la actividad educativa para este tipo de alumnado desde que se acordó el cierre 
de los centros docentes, si no se potencia el seguimiento de su proceso por vía telemática, puede 
conllevar a una desconexión del ámbito educativo. Una desconexión que de prolongarse en el tiempo 
incrementa el riesgo de fracaso escolar y abandono temprano del Sistema educativo. Si el acceso a las 
TIC de este alumnado se muestra imprescindible en una situación de normalidad, en las especiales 
circunstancias derivadas de la suspensión de las clases presenciales, se convirtió en irrenunciable para 
seguir avanzando en su educación. Caso contrario, estos niños y niñas se verán afectados por una doble 
exclusión y marginación.

Y en este ámbito de la educación especial debemos señalar las vicisitudes acontecidas en el proceso 
de enseñanza del alumnado con discapacidad auditiva.

Conocimos que durante la suspensión de las clases de forma presencial por el coronavirus, estos 
alumnos no estaban recibiendo de manera telemática el apoyo imprescindible de los intérpretes de 
lengua de signos.

Estos profesionales son contratados a través de la adjudicación de la prestación del servicio a la empresa 
con la que mantienen la relación laboral. Desde que se decretó el estado de alarma, a las intérpretes 
-en su mayoría mujeres-, se les estuvo facilitando información contradictoria sobre su situación laboral, 

“Señalar las 
vicisitudes 
acontecidas en el 
proceso de enseñanza 
del alumnado con 
discapacidad auditiva”
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